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En el caso de la  reparación administrativa, no ocurre lo mismo, pues como se anotó con precedencia, ésta requiere un mínimo de actividad del peticionario, traducida en la presentación ante la entidad accionada con el fin de diligenciar la solicitud y dar a conocer las condiciones socioeconómicas del hogar que pretende la indemnización, en procura identificar situaciones de extrema urgencia y vulnerabilidad, para así establecer el orden de atención y la oferta institucional que a la cual puede acceder, de acuerdo con dicho proceso de clasificación. 

Como puede inferirse de los documentos que aporta la parte actora con el libelo introductor, no se observa que haya radicado ante la UARIV la solicitud de indemnización administrativa que ahora pretende, carga mínima que debió acreditar si buscaba la protección de sus derechos fundamentales a través de esta vía, omisión que impide una decisión al respecto por parte de la Sala, pues no puede señalar a la Unidad accionada de ser la responsable de su afectación, si ni siquiera tenía conocimiento de la petición.

(…)

Respecto a la solución definitiva de vivienda que reclama la tutelante el órgano de cierre de esta especialidad, ha sostenido la improcedencia de la acción de tutela para reclamar asignación de subsidios de vivienda, pues considera que tales beneficios “se encuentran sometidos a unos requisitos y condiciones reglados que no pueden ser desconocidos por el juez constitucional; por lo mismo, la petición de amparo resulta en este aspecto improcedente, pues no es dable en sede de tutela introducir u omitir condiciones diferentes para la entrega del bien reclamado, so pena de invadir la competencia legal de las autoridades establecidas para tales efectos” .

Así las cosas, no solo es claro que al juez de tutela le está vedado suplantar la competencia de las entidades encargadas de otorgar los citados beneficios, sino que es evidente que la demandante ni siquiera ha solicitado el referido auxilio, primero porque no se postuló en ninguna de las convocatorias previstas para la población desplazada y segundo porque la condición de víctima de ese flagelo sólo la adquirió el 13 de junio de 2016, cuando fue incluida en el Registro Único de Víctimas.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de agosto de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de 22 de agosto de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de segunda instancia en la acción de tutela iniciada por LILIANA VARGAS MARULANDA contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS y FONVIVIENDA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Afirma la señora Liliana Vargas Marulanda que desde enero del año que avanza tiene derecho a recibir el pago de la indemnización administrativa en su condición de desplazada, así como el auxilio de vivienda, pero la Unidad de Víctimas ha guardado silencio en torno al reconocimiento y pago de tales beneficios.
Estima que la omisión de la llamada a juicio ha vulnerado sus derechos fundamentales al mínimo vital y móvil y a la vivienda en conexidad con la vida digna, por lo que reclama su protección y como consecuencia, se ordene a la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas le cancele la indemnización administrativa a la que tiene derecho, así como el auxilio de vivienda respectivo. 

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado del Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, que la admitió y concedió a la entidad accionada, el término de dos (2) días para dar respuesta al libelo inicial.   Así mismo ordenó la vinculación de FONVIVIENDA y oficiar a COMFAMILIAR RISARALDA y a la OFICINA DE GESTIÓN INMOBILIARIA DE PEREIRA, para que informaran de su participación en los programas de vivienda  y si tenían conocimiento de la solicitud de auxilio que por ese concepto reclama la actora.
La Caja de Compensación Familiar -Comfamiliar Risaralda-, atendió dicho requerimiento, precisando que no es la entidad competente para conceder o negar subsidios de vivienda, pues tal función, de acuerdo con Decreto 555 de 2003 y ahora el Decreto Único Reglamentario 1077 del 26 de mayo de 2015, le fue encomendada al Fondo Nacional de Vivienda Fonvivienda, entidad adscrita al Ministerio de Vivienda  Ciudad y Territorio.
Afirma que su labor en la asignación de subsidios por parte del Estado, se limita a la gestión de la parte operativa de acuerdo con el convenio celebrado con el Fondo Nacional de Vivienda, por lo que ella solo se encarga de la postulación de los ciudadanos, correspondiéndole a la última entidad la asignación o rechazo del grupo familiar.

Frente al caso concreto, confirmó que revisada la base de datos, no encontró registro alguno que indique que la tutelante se postuló a alguna de las convocatorias realizadas por FONVIVIENDA para la población desplazada.
La Oficina de Gestión Inmobiliaria de Pereira por su parte indicó, que la demandante no fue candidata para obtener el auxilio de vivienda dentro de las oportunidades en que se otorgaron vivienda gratuita o subsidios de vivienda en especie; que la entidad encargada de otorgar esos beneficios es FONVIVIENDA y la obligada de remitir la base de datos, para el caso de las personas víctimas de desplazamiento debidamente registradas, es la UARIV.
Frente al derecho a la vivienda digna resalta que el Estado sólo está obligado a fijar condiciones y promover planes de vivienda otorgando subsidios provenientes de los recursos que para tal fin disponga el gobierno nacional a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, proyectos que requiere de la participación de otras entidades de orden Nacional, de los entes territoriales e incluso del mismo beneficiario para consolidar su financiamiento .

Precisa que a este proceso de asignación de subsidios, se accede a través de las Cajas de Compensación Familiar de cada municipio, las cuales sirven de canal ante Fonvivienda; no obstante ello no garantiza la asignación del auxilio, pues los recursos son limitados, siendo entonces legítimo que se exija una serie de requisitos para que lo hogares postulados puedan ser preseleccionados y de acuerdo con el puntaje de elegibilidad,  que se determina por necesidad del aspirante, asignar los subsidios de acuerdo con el presupuesto considerado en la respectiva convocatoria.
Afirma que en la actualidad desarrolla el programa de Vivienda “Mi Casa Ya”, previsto para ahorradores, materializado en el proyecto “Santa Clara”, el cual no cuenta con subsidios del estado pues Pereira es un municipio de categoría 1 y tales auxilios están destinados por el Gobierno Nacional para los entes territoriales de categoría No 4, 5 y 6.
Fonvivienda por su parte indicó que dentro el ámbito de sus competencias ha garantizado soluciones habitacionales a la población desplazada que cumple con los requisitos establecidos para ello, precisando que la actora no figura con postulación en ninguna de las convocatorias realizada para este especial grupo humano.
Informa que dentro de sus políticas y las funciones asignadas, no se encuentra la de asignar turnos pues con ello estaría vulnerado los derechos fundamentales de los hogares que se han postulado y cumplido con los procesos de verificación e identificación de potenciales beneficiarios, mismos que son adelantados por el Departamento para la Prosperidad Social –DPS- atendiendo los criterios de caracterización y priorización previamente establecidos para seleccionar hogares con mayor posibilidad de acceder al subsidio, dentro de los cuales no se encuentra el núcleo familiar de la actora, por lo tanto, no puede postulase hasta que el DPS lo habilite para tal fin.
Refiere que, en cuento a la ayuda humanitaria, la entidad encargada de otorgar tal beneficio es la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-

La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-, se vinculó a la litis haciendo un recuento legal y jurisprudencial relacionado con el proceso de reparación a las victimas del conflicto armado en Colombia, la oportunidad y requisitos para acceder a ella, para luego indicar que si bien la actora se encuentre incluida en el Registro Único de Víctimas, hasta la fecha le ha sido otorgada ayuda humanitaria de emergencia y la solicitud de prórroga de tal auxilio le fue contestada oportunamente, precisando que en la actualidad no tiene noticia de que haya efectuado petición relacionada con la priorización de la reparación administrativa que reclama.

Refiere que es numerosa la población que se encuentra en condición de desplazamiento y por tal razón no es posible indemnizar, en el mismo momento, a quienes han sufrido éste flagelo, motivo por el cual se implementó el proceso de priorización para que las víctimas puedan acceder a la reparación administrativa, pero cuya tardanza en su pago, no puede calificarse como una vulneración al mínimo vital.

Indica que para acceder al beneficio que reclama, debe la actora permitir la continuación de la Ruta de Atención y Reparación Integral, necesaria para establecer la procedencia del pago de la indemnización como víctima de la violencia, pues de mantenerse dentro del proceso de caracterización con carencias mínimas de subsistencia, no podrá ser priorizado para tal beneficio y deberá continuar recibiendo ayuda humanitaria.  El caso contrario, esto es, la superación de aquéllas condiciones, permitirá la focalización automática del grupo familiar para recibir la reparación administrativa, según la disponibilidad presupuestal.
Llegado el día del fallo, la juez de primer grado amparó el derecho de petición al advertir que la solicitud de priorización de la entrega de ayuda humanitaria y la incorporación en los procesos de generación de ingresos, no ha sido atendida en debida forma por la UARIV, razón por la cual le concedió el término de cuarenta y ocho (48) horas, para atender de fondo el asunto y, en caso de no ser competente deberá dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley 1431 de 2011.

Inconforme con lo decidido, la tutelante señala que en momento alguno solicitó que se le otorgara la prórroga de ayuda humanitaria, pues su reclamo corresponde al pago de la indemnización administrativa y el auxilio de vivienda que en momento alguno fue decidido por el juzgado de conocimiento, careciendo entonces de congruencia la decisión de primer grado, pues nada resolvió respecto a las pretensiones de la presente acción.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Acreditó la parte actora haber solicitado a la entidad accionada la indemnización administrativa que pretende por vía de tutela?

¿Es procedente la acción de tutela, para reclamar una solución definitiva de vivienda?
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA REPARACIÓN ADMINISTRATIVA A LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA.

La Corte Constitucional en sentencia T-458/10 analizó el tema de la reparación integral a las víctimas del conflicto armado en Colombia, y en ella consideró lo siguiente:

“La Corte (sic) que el derecho a la reparación comporta la obligación de adoptar “todas las medidas necesarias tendientes a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas, y a devolver a la víctima al estado en que se encontraba antes de la violación”, en aplicación de la regla consuetudinaria según la cual “toda violación de un derecho humano da lugar a un derecho de la víctima o sus derechohabientes a obtener reparación, el cual implica el deber del Estado de reparar y el derecho de dirigirse contra el autor”. 

Ha dicho también que el derecho a obtener reparación es de carácter integral. Esto significa que su alcance excede la visión meramente económica de la participación de las víctimas dentro de los procesos llevados contra los responsables del daño, y debe abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima a nivel individual y comunitario. En el plano individual, la Corte ha sostenido que las medidas de reparación se extienden a “(i) la restitutio in integrum, o reposición de la situación a su estado original; (ii) la indemnización o reparación por equivalencia en dinero, y (iii) la satisfacción o reparación moral”. Adicionalmente, deben considerarse incluidas dentro del derecho a la reparación individual las medidas de rehabilitación, que han sido definidas por la Corte como las “acciones tendientes a la recuperación de las víctimas que sufren traumas físicos y sicológicos como consecuencia del delito”, y las medidas de garantía de no repetición.”
Frente a los requisitos que deben cumplir las víctimas para acceder a la reparación integral y la carga mínima que deben soportar éstas, la Alta Magistratura en la sentencia T-0853-2011 dijo lo siguiente: 

 “Es deber del Estado facilitar el acceso de los accionantes a la reparación sin imponer requisitos que impliquen una carga desproporcionada para las víctimas, bien sea porque no puedan cumplirlos, porque su realización desconozca la especial protección constitucional a la que tienen derecho, o porque vulneren su dignidad. No obstante, las víctimas conservan la obligación mínima de presentarse ante la entidad correspondiente y solicitar el acceso a los programas.” (Negrilla fuera de texto)
2. PROCEDIMIENTO PARA OBTENER LA INDEMNIZACIÓN POR VÍA ADMINISTRATIVA.
El artículo 2.2.7.3.6 del Decreto 1084 de 2015 dispone el procedimiento que deben seguir las personas, previamente registradas y reconocidas como víctimas del desplazamiento, para obtener la indemnización por la vía administrativa.

Dicha disposición, consagra como primera medida el diligenciamiento de un formulario dispuesto por la Unidad Administrativa Especial para Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con lo cual se activa el Programa de Acompañamiento para la Inversión Adecuada de los Recursos de que trata el referido Decreto.
Adicionalmente, la misma normatividad establece que “Para el pago de la indemnización administrativa la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no deberá sujetarse al orden en que sea formulada la solicitud de entrega, sino a los criterios contemplados en desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad para una reparación efectiva y eficaz, de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.1.8
 del presente Decreto”.
Frente a los criterios de priorización de este tipo de reparación, se tiene que el artículo 2.2.7.4.6.7 del Decreto 1084 de 2015 establece: 
“Indemnización individual administrativa para las víctimas de desplazamiento forzado. La indemnización administrativa a las víctimas de desplazamiento forzado se entregará prioritariamente a los núcleos familiares que cumplan alguno de los siguientes criterios:

1. Que hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso de retorno o reubicación en el lugar de su elección. Para tal fin, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas formulará, con participación activa de las personas que conformen el núcleo familiar víctima un Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI-. 

2. Que no hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima debido a que se encuentran en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta debido a la condición de discapacidad, edad o composición del hogar. 

3. Que solicitaron a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas acompañamiento para el retorno o la reubicación y éste no pudo realizarse por condiciones de seguridad, siempre y cuando hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima”.

3. DEL DERECHO A LA VIVIENDA EN CONDICIONES DIGNAS.

El artículo 51 de la Constitución consagra el goce de la vivienda en condiciones dignas como un derecho económico, social y cultural del que son titulares todos los colombianos, siendo insistente la Corte Constitucional en que ésta garantía es susceptible de protección constitucional en la medida en que se adviertan comprometidos derechos de rango superior como la vida, el mínimo vital, y el debido proceso
. 
Adicionalmente, ha sostenido el alto Tribunal, que para amparar por vía de tutela el derecho a la vivienda debe verificarse: “(i) la inminencia del peligro; (ii) la existencia de sujetos de especial protección que se encuentren en riesgo; (iii) la afectación del mínimo vital; (iv) el desmedro de la dignidad humana, expresado en situaciones degradantes que afecten el derecho a la vida y la salud, y (v) la existencia de otro medio de defensa judicial de igual efectividad para lo pretendido. Con ello se concluirá si la protección tutelar procede”
.  
De otro lado, la Sala de Casación Laboral, en sentencia de fecha 18 de diciembre de 2014, radicación STL17475, en relación con la intervención del juez de tutela en los casos en los que se reclama la asignación de subsidios de vivienda de manera directa indicó lo siguiente:

“Frente a las aspiraciones del petente de obtener a través de este mecanismo la entrega material del subsidio, debe decirse que no es posible acceder a tal reclamación por cuanto impartir una orden de tal índole, desbordaría la órbita de acción del juez de tutela, a quien no le es dable declarar la titularidad de derechos de rango legal en cabeza de los administrados, además de afectar la legalidad del gasto público, cuya competencia está radicada en autoridades distintas de las judiciales.

En este punto importa mencionar que la asignación de beneficios, como los reclamados por la parte actora, se encuentran sometidos a unos requisitos y condiciones reglados que no pueden ser desconocidos por el juez constitucional y, por lo mismo, la petición de amparo resulta en este aspecto improcedente, pues no es dable en sede de tutela introducir u omitir condiciones diferentes para su entrega, so pena de invadir la competencia legal de las autoridades establecidas para tales efectos.

Y es que no resulta dable al juez de tutela, soslayar el cumplimiento de los requisitos establecidos legalmente para acceder a una vivienda, o a un subsidio para mitigar las   condiciones que según el demandante atraviesa, para ordenar directamente y sin ninguna otra consideración, su entrega inmediata, como lo pretende el convocante. 
Bajo este panorama, el recurso al amparo constitucional no puede tener vocación de prosperidad, ni siquiera como mecanismo transitorio, dado que no viene probado el padecimiento de perjuicio irremediable para el actor que permita la aplicación de la excepción a la aludida regla general de improcedencia de la tutela ante la existencia de otras vías defensivas, por ser lo cierto que no se acredita la ocurrencia de situaciones que en realidad tengan el carácter de excepcional, con respecto a la población desplazada que igualmente espera la asignación de ayudas y subsidios, para obtener la protección que reclama por esta vía preferente y sumaria.

Por último, debe precisarse que si bien en el trámite surtido fue rechazada la postulación del accionante, tal situación fue debidamente corregida, dado que mediante la Resolución  No. 1199 del 8 de julio de 2014 se repuso la decisión adoptada en la Resolución 0946 del 14 de noviembre de 2013, toda vez que, se «desvirtuaron las causas que motivaron la no inclusión de los hogares», entre los que se encontraba el del accionante, y en consecuencia, se dispuso «validar la postulación y ordenar continuar con el proceso de asignación, en los términos del Decreto 1921 de 2012, una vez la entidad otorgante cuente con disponibilidad de recursos, de cupos en el proyecto de vivienda y se  mantenga el cumplimiento de los requisitos para el acceso al subsidio familiar  de vivienda en especie»; de ahí que el petente debe esperar el trámite de rigor contemplado legalmente, el cual en modo alguno puede ser desconocido por el juez constitucional y, por lo mismo, el amparo  concedido  en la primera instancia era todas luces era improcedente, pues no es dable en sede de tutela modificar las condiciones para  la asignación y la entrega del beneficio en mención, menos aún,  desconocer los procedimientos establecidos legalmente para la entrega material de los subsidios a la población desplazada.
De acuerdo a lo anterior, y siendo que no se vislumbra, ni se acredita la efectiva vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del peticionario, presupuesto sine qua non para la viabilidad del amparo solicitado, al no compartir esta Sala la decisión adoptada por el a quo por las razones precedentes, se revocará íntegramente la decisión de primer grado.” 
Así mismo, en Sentencia STL57751 indicó el Superior:

“Las entidades gozan de autonomía administrativa para decidir quién es aceptable, y de acuerdo a los criterios legales de priorización, analizar si le asiste derecho a dichos beneficios asistenciales, pues se insiste, estos no pueden ser atribuidos arbitrariamente por esta jurisdicción, toda vez que se podría correr el riesgo de atentar contra derechos fundamentales de otras personas que también participan en dichos programas”

4. CASO CONCRETO

No es tema que se discuta la procedencia de la acción de tutela como mecanismo idóneo para amparar los derechos fundamentales de quienes han sufrido el fenómeno social del desplazamiento, pues ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que esta es “una población especialmente protegida que se encuentra en una situación dramática por haber soportado cargas excepcionales y, cuya protección es urgente para la satisfacción de sus necesidades más apremiantes”  -T-821 de 2007, reiterada en la T-076 de 2013-.

En el presente asunto, quien impetra la acción, es una persona puesta en situación de vulnerabilidad por su condición de desplazada, hecho que la convierte en un sujeto de especial protección por parte del Estado.

No obstante lo anterior, es del caso precisar que la ayuda humanitaria tiene un efecto reparador y sólo basta con la declaración y el reconocimiento de la condición de víctima de desplazamiento forzado para que la Unidad Especial para la Atención y la Reparación Integral a las Victimas, proceda a brindar la atención y asistencia que ella requiera, de acuerdo con la fase en que se reporte o se encuentre el hecho victimizante –parágrafo 1º del artículo 2.2.6.5.1.1 del Decreto 1084 de 2015-.  
En el caso de la  reparación administrativa, no ocurre lo mismo, pues como se anotó con precedencia, ésta requiere un mínimo de actividad del peticionario, traducida en la presentación ante la entidad accionada con el fin de diligenciar la solicitud y dar a conocer las condiciones socioeconómicas del hogar que pretende la indemnización, en procura identificar situaciones de extrema urgencia y vulnerabilidad, para así establecer el orden de atención y la oferta institucional que a la cual puede acceder, de acuerdo con dicho proceso de clasificación. 
Como puede inferirse de los documentos que aporta la parte actora con el libelo introductor, no se observa que haya radicado ante la UARIV la solicitud de indemnización administrativa que ahora pretende, carga mínima que debió acreditar si buscaba la protección de sus derechos fundamentales a través de esta vía, omisión que impide una decisión al respecto por parte de la Sala, pues no puede señalar a la Unidad accionada de ser la responsable de su afectación, si ni siquiera tenía conocimiento de la petición.
Además, vale la pena resaltar que ésta entidad ha brindado el acompañamiento  que ha requerido la actora, brindándole ayuda humanitaria inmediata –fl 49 vto-, primer paso dentro del proceso de adaptación social que requiere la situación de vulnerabilidad que atraviesa por su condición de desplazada, misma que no ha sido superada en la medida en que la señora Vargas Marulanda, de acuerdo con el documento visible a folio 51, solicitó la prórroga tal de este beneficio.

Lo anterior era necesario poner de manifestó, toda vez que hasta que el beneficiario de ésta ayuda no goce de la subsistencia mínima, generada por sus propios medios o con colaboración del Estado, no puede acceder a la reparación administrativa, pues primero deben ser superadas las etapas iniciales en las que está establecida la ayuda humanitaria inmediata, de emergencia y transición y así quedó establecido en el parágrafo 1º del artículo 2.2.6.5.1.1. del Decreto 1084 de 2015.

Respecto a la solución definitiva de vivienda que reclama la tutelante el órgano de cierre de esta especialidad, ha sostenido la improcedencia de la acción de tutela para reclamar asignación de subsidios de vivienda, pues considera que tales beneficios “se encuentran sometidos a unos requisitos y condiciones reglados que no pueden ser desconocidos por el juez constitucional; por lo mismo, la petición de amparo resulta en este aspecto improcedente, pues no es dable en sede de tutela introducir u omitir condiciones diferentes para la entrega del bien reclamado, so pena de invadir la competencia legal de las autoridades establecidas para tales efectos”
.

Así las cosas, no solo es claro que al juez de tutela le está vedado suplantar la competencia de las entidades encargadas de otorgar los citados beneficios, sino que es evidente que la demandante ni siquiera ha solicitado el referido auxilio, primero porque no se postuló en ninguna de las convocatorias previstas para la población desplazada y segundo porque la condición de víctima de ese flagelo sólo la adquirió el 13 de junio de 2016, cuando fue incluida en el Registro Único de Víctimas.

En el anterior orden de ideas, al no advertir la transgresión alegada por parte de la Unidad Especia para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas y Fonvivienda, ninguna protección se dispondrá en esta Sede.
Respecto a la orden impartida por la juez del primer grado, en cuanto a la protección del derecho fundamental de petición en relación con la solicitud de prórroga de ayuda humanitaria e incorporación a los procesos de generación de ingresos, debe decirse que se ha superado el hecho que originó la vulneración, en la medida en que a través de oficio de fecha 8 de julio la UARIV le informó a la demandante del giro disponible para cobro en el Banco Agrario,  a partir del 6 de julio de 2017 y las entidades encargadas del proceso de generación de ingresos dentro de la oferta institucional encargada de brindar tal ayuda a la población desplazada, comunicación que fue remitida vía correo certificado a la dirección reportada en la solicitud –fls 92 a 99-.
Consecuente con lo anterior, se revocará la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 29 de junio de 2017, al no advertir la afectación de los derechos de la señora Liliana Vargas Marulanda por parte de Fonvivienda y la UARIV y haberse atendido, en el trámite de la presente acción, el derecho de petición que buscaba la prórroga de ayuda humanitaria y la generación de ingresos, elevada ante ésta última entidad el día 5 de mayo de 2017.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 29 de junio 2017.
SEGUNDO.- NEGAR la protección reclamada por la señora Liliana Vargas Marulanda.
TERCERO.- DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado respecto al derecho de petición elevado por la señora Liliana Vargas Marulanda ante la Unidad para Atención y Reparación Integral a la Víctimas, el día 5 de mayo de 2017.
CUARTO.- NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.  
QUINTO: ENVIAR lo más pronto posible a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Artículo 8°. Desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad para una reparación efectiva y eficaz. En desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad contemplados en los artículos 17 y 18 de la Ley 1448 de 2011, respectivamente, así como con el objetivo de garantizar una reparación efectiva y eficaz de conformidad con el numeral 4 del artículo 161 de la Ley 1448 de 2011, el acceso a las medidas de reparación contempladas en el presente decreto deberá garantizarse con sujeción a los criterios establecidos en la Ley 1448 de 2011. Para el efecto, también podrán tenerse en cuenta, entre otros, la naturaleza del hecho victimizante, el daño causado, el nivel de vulnerabilidad basado en un enfoque etario del grupo familiar, características del núcleo familiar y la situación de discapacidad de alguno de los miembros del hogar, o la estrategia de intervención territorial integral.


� Ver. T-1091/05, T-011 de 1998, T-585/08 y T-569/09.


� Ver T-203 de 1999, T-125/08, T-432-09, T-569/09, T-027/10, T-323/10 y T-657/10.


� Ibídem
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